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3. Actuaciones de la Defensoría

No obstante, esperamos que, a pesar de ello, el alumnado sordo, con 
discapacidad auditiva y sordociego, no se vea privado en ninguna de las 
circunstancias que pudieran concurrir -tal como fue la suspensión de la 
docencia presencial durante el estado de alarma y confinamiento de la 
población- del servicio de interpretación de lengua de signos española, único 
medio a través del cual se garantiza la integración social de este alumnado y 
el pleno ejercicio de su derecho constitucional a la Educación.

3.1.2.2.5 Equidad en la Educación

La equidad en la Educación hace referencia al tratamiento igualitario, en 
cuanto al acceso, permanencia y éxito en el Sistema educativo para todas las 
personas, sin distinción de género, etnia, religión, condición personal, social, 
económica o política. Significa garantizar el efectivo ejercicio del derecho 
fundamental a la Educación consagrado, entre otros instrumentos jurídicos, 
en la Declaración de Universal de los Derechos Humanos y en nuestra 
Constitución Española.

A continuación se reseñan algunas de las principales intervenciones realizadas 
por la Defensoría para garantizar el ejercicio del derecho a la Educación del 
alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias personales o bien por sus 
circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el 
acceso, permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, en este subapartado diferenciaremos las 
medidas de equidad en los dos grupos: Educación especial y Educación 
compensatoria.

a) Educación especial

En las sucesivas memorias anuales que esta Institución presenta al 
Parlamento, en relación con los aspectos que afectan al derecho a la 
Educación, destacan por sus valores intrínsecos todos los temas que 
abordan la Educación especial, es decir, aquella parte del Sistema educativo 
que atiende la respuesta que ofrecen las políticas públicas dirigidas a la 
población con capacidades diversas en el particular ámbito de sus actividades 
educativas.

El conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial ha construido un 
principio básico que responde coherentemente al alcance universal del 
derecho a la Educación recogido por el artículo 27 de la Constitución y 52 
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del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define la inclusión escolar como 
piedra angular sobre la que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones 
que persiguen, sencillamente, hacer efectivo que ese derecho universal acoja 
con decisión y solvencia al alumnado con necesidades educativas especiales.

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2021 se ha centrado, 
en una gran parte, en analizar los conflictos que nacen de la vida cotidiana 
de muchas familias a la hora de hacer efectiva la presencia normalizada de 
sus hijos con capacidades diversas en su faceta educativa. En esta ocasión 
queremos destacar varias tipologías de queja que han sido atendidas 
desde la Institución.

Nos detenemos en una situación tan frecuente 
como carente de respuestas correctivas. Nos 
referimos a los retrasos en los Equipos de 
Orientación Educativa (EOE) para realizar 
en términos eficaces su delicado trabajo de 
estudiar y diagnosticar las trayectorias educativas 
de este alumnado con singulares capacidades. 
Estos equipos de profesionales definen las 
necesidades de los niños y niñas con discapacidad 
a la hora de incorporarse a su vida escolar, y en las 
sucesivas etapas, lo que permite un seguimiento y 
una adaptación de los recursos y atenciones que 
estos niños merecen en sus desempeños escolares. 
Se trata de una función sumamente delicada y 

no exenta de dificultades que acapara la atención de las familias y de los 
profesionales que acogerán a estos alumnos en los centros educativos en 
los que se escolarizan.

Pues bien, persisten las quejas por retrasos o discrepancias con los 
diagnósticos y dictámenes que se elaboran, tal y como recogen las quejas 
20/1111, queja 21/7280, queja 21/3123, queja 21/4471, queja 21/4627, 
queja 21/4863 o queja 21/8184. Persisten dificultades para dotar de los 
recursos profesionales necesarios que permitan atender estos trabajos que 
suponen la definición y el diseño de los modelos de inserción escolar de 
estos alumnos.

Nos encontramos con una insuficiencia de plantillas diseñadas, bajas que no 
son cubiertas con agilidad, retrasos acumulados que dilatan estos trabajos y 
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https://www.juntadeandalucia.es/educacion/portals/web/escuela-familias/necesidades-especificas-de-apoyo-educativo/necesidades-educativas-especiales
https://defensordelmenordeandalucia.es/no-se-aprecia-retrasos-del-equipo-de-orientacion-educativa-en-el-informe-y-diagnostico-su-hija
https://defensordelmenordeandalucia.es/finalmente-el-centro-educativo-le-hizo-un-estudio-a-su-hijo-con-trastorno-de-espectro-autista
https://defensordelmenordeandalucia.es/no-se-aprecia-retrasos-del-equipo-de-orientacion-educativa-en-el-informe-y-diagnostico-su-hija
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otros problemas que exigen una atención singular. Con resultado desigual en 
la conclusión de estas quejas, debemos reiterar la importancia estratégica 
del buen funcionamiento de los EOE, porque son quienes elaboran las 
trayectorias educativas de estos alumnos y alumnas y asumen un papel 
fundamental en la definición de los recursos de atención que se deben 
ofrecer desde los centros educativos donde se escolarizan y que van a 
disponer sus capacidades de respuesta para la atención educativa inclusiva 
y de calidad que merecen estos niños.

En otro tipo de situaciones, señalamos también 
el recurrente problema de la asignación de 
recursos y medios profesionales en sus 
distintas especialidades para el alumnado con 
capacidades diversas. Hemos de señalar que este 
tipo de quejas suelen tener una iniciativa colectiva 
a través de las AMPA o grupos de profesionales de 
los centros que demandan la dotación de plazas 
adecuadas para atender las necesidades de este 
alumnado.

Un aspecto llamativo de la tramitación de este tipo 
de quejas es la aparente contradicción que se sustancia entre la demanda 
de las familias afectadas y la descripción de los recursos disponibles que 
nos ofrece la administración educativa. De tal manera se expresa esta 
disparidad de relatos que una parte de las actuaciones sobre las que versa la 
intervención de esta Institución consiste en dilucidar la entidad del conflicto 
y procuramos analizar si estamos ante casos de falta de dotación de recursos 
para la atención del alumnado, o si se trata de una carencia de previsión en 
la planificación y diseño de dichas necesidades.

Nos nos cansamos de señalar que la Institución procura realizar un 
ponderado ejercicio de sus atribuciones a la hora de posicionarnos en 
nuestras Resoluciones demandando más recursos o ampliación de personal, 
porque somos conscientes de que no resulta tarea fácil dar respuesta a 
estas medidas.

Ciertamente cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta al 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo se debe encontrar 
plenamente justificada, especialmente en épocas como las actuales de 
contención del gasto público. Por ello, a partir de la constatación de una 
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carencia del servicio prestado a través del estudio y la investigación de cada 
caso, no podemos eludir nuestra posición institucional y procedemos, con 
todos los argumentos que se exponen en nuestras Resoluciones, a requerir 
las medidas de apoyo que resulten necesarias.

Del mismo modo, debemos reseñar que también se han producido avances 
ante concretos conflictos en los que la respuesta de la administración 
educativa ha sido colaboradora y ha aceptado las posiciones que le dirigimos 
para atender las medidas de refuerzo o dotación de profesionales que se 
requirieron desde esta Defensoría (queja 20/7364 y queja 20/8379).

Precisamente, para estructurar las medidas prescritas de escolarización del 
alumnado con necesidades educativas especiales, hemos valorado acometer 
una actuación de oficio para estudiar el sistema de asignación de recursos 
y medidas al alumnado con la intención de avanzar en una definición 
más precisa y detallada de las especialidades de atención y régimen de 
prestaciones que se prescribe para cada niño o niña. De sus resultados 
pretendemos dar cuenta en próximos informes (queja 21/8805).

Mientras, debemos reconocer que la realidad a la que nos enfrentamos 
ofrece frecuentes supuestos de dificultades de este alumnado en muchas 
parcelas en la vida del centro ya sea docente o de tipo extraescolar 
(una excursión, visita, actividad lúdica, o de cualquier naturaleza) por falta 
de un refuerzo de personal, lo que no favorece el principio de inclusión que 
se preconiza hacia estos menores.

Para exponer el análisis global que hemos desempeñado en esta labor 
de programación y diseño de las políticas de dotación de personal para 
el alumnado con necesidades especiales nos remitimos a la resolución 
a propósito de la queja presentada por una organización sindical de la 
provincia de Cádiz (queja 20/1971). En dicha resolución nos centramos 
en solicitar que se evaluara la ordenación de los recursos de Profesionales 
Técnicos de Integración Social (PTIS), destinados a la atención del alumnado 
con necesidades educativas especiales en la provincia de Cádiz y que se 
promoviera, en su caso, los refuerzos o ajustes que resulten adecuados para 
la cobertura del servicio educativo de integración de este alumnado.

Sin embargo, la respuesta de la Administración educativa se limitaba a 
argumentar la realización de los refuerzos o ajustes que se han considerado 
adecuados para la cobertura del servicio educativo de integración de este 
alumnado, en el marco de las disponibilidades presupuestarias existentes. 

https://defensordelmenordeandalucia.es/recomendamos-que-el-equipo-especializado-en-discapacidad-auditiva-valore-cuanto-antes-la-atencion
https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-ampliacion-del-personal-para-alumnos-de-educacion-especial
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-la-asignacion-de-recursos-y-medidas-al-alumnado-con-necesidades-especiales
https://defensordelmenordeandalucia.es/es-necesario-que-evaluen-los-recursos-de-profesionales-tecnicos-de-integracion-social-para-adecuar


113 ÍNDICE

3. Actuaciones de la Defensoría

Las argumentaciones que se expresaban en la resolución pretendían 
obtener un posicionamiento motivado de la Delegación a fin de conocer 
los argumentos de la Administración para no atender a lo solicitado en la 
resolución. Unos argumentos que, a todas luces, persiguen despertar el 
debate o el intercambio de posiciones con la mera intención de procurar 
mejor atención al alumnado y mejorar el servicio educativo prestado.

Ante la renuncia a un debate más argumentado, esta Institución lamenta la 
escasa receptividad de la Administración para ofrecer su respetable 
divergencia ante la resolución dirigida, en una actitud que viene siendo cada 
vez más frecuente con motivo de variados expedientes de queja que se 
tramitan ante la Consejería de Educación y Deporte y que reiteran las 
mismas y permanentes carencias de profesionales técnicos de inclusión 
social (PTIS) sin obtener las medidas correctivas necesarias.

En resumen, y como decíamos al comienzo, el hondo concepto de 
incorporación, normalización e inclusión de estos niños y niñas en su natural 
entorno educativo se resiente y daña si no dotamos este esfuerzo integrador 
con los recursos que se definen por los equipos 
técnicos.

En consecuencia, esta Defensoría considera que la 
administración educativa debe dar una respuesta 
adecuada y coordinada a las necesidades 
específicas de los alumnos que las necesiten 
integrados en el sistema educativo, dotando a los 
centros docentes sostenidos con fondos públicos 
de estos recursos, (educadores y profesionales de 
apoyo o fisioterapeutas, logopedas, pedagogos 
terapeutas, maestros de audición y lenguaje, 
educadores de educación especial y de apoyo, o 
de personal de enfermería, etc.) durante toda la 
jornada lectiva, con la finalidad última de mejorar 
las condiciones de vida de los menores así como su plena integración en el 
medio escolar, y con el objetivo del principio de igualdad consagrado en el 
artículo 14 de la Constitución Española.

b) Educación compensatoria

En cuanto a la Educación compensatoria, las quejas se refieren 
principalmente a las becas y ayudas al estudio. Dentro de esta realidad 
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se destaca de manera insistente dos cuestiones diferenciadas; por un lado, 
disconformidad con las denegaciones de las ayudas por entender los 
solicitantes que han reunido los requisitos necesarios para el acceso a la 
ayuda en cuestión (quejas 21/0556, 21/1150, 21/3497, 21/2363, 21/2431, 
21/2721); y, por otro, denuncia por la demora en el pago de las becas 
(quejas 21/0277, 21/1660, 21/1661, 21/1662, 21/1663, 21/1671 y otras 
tantas más), con los consiguientes perjuicios para las familias más 
vulnerables, en general, y en particular, cuando el retraso en el pago afecta 
al alumnado con necesidades educativas especiales.

En relación a esta última cuestión, en 2020 
expusimos a la Dirección General de Atención 
a la Diversidad, Participación y Convivencia 
Escolar que, teniendo en cuenta el retraso con 
el que se producían los pagos de las ayudas 
para el alumnado con necesidades específicas 
de apoyo educativo, parecía necesario que se 
implementaran todas aquellas medidas para que 
dichos pagos se pudieran realizar a principio del 
curso. Y es que estas ayudas destinadas a pagar 

terapias del alumnado se venían abonando muy avanzado el curso, e incluso, 
en alguna ocasión, cuando casi estaba concluyendo, con lo que los beneficios 
de aquellas perdían la eficacia que se pretende (queja 20/1575).

Tras nuestra intervención fuimos informados de que, como novedad para 
Ia convocatoria de ayudas para alumnado con necesidad especifica de 
apoyo educativo, se había implementado para el curso 2020-2021 en Ia 
aplicación Séneca un módulo de Educación Especial para la generación y 
firma de certificados de estas ayudas, en el cual se establece la generación 
y permanencia de los certificados de los centros docentes orientadores e 
inspectores y se facilita a las Delegaciones Territoriales su accesibilidad 
para el estudio y grabación de las solicitudes.

Dicha implementación había podido ser efectiva en una primera fase y se 
completaría para el total de solicitudes para el curso 2021-2022, con lo 
que podían reducirse los plazos para su grabación y propuesta de pago, 
previéndose que esto permitiría que el pago se pueda realizar antes de la 
finalización del año en el que se produzca la convocatoria, es decir, antes de 
que concluya el primer trimestre del curso.
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También en relación a las ayudas para el alumnado con necesidades 
específicas de apoyo educativo hemos recibido quejas en las que se ponía de 
manifiesto cierto error por parte de las familias en la interpretación de 
los requisitos exigidos para ser beneficiario en la convocatoria para el 
curso 2021-2022. En todas estas quejas, sus promotores tenían la creencia, 
errónea, de que para poder obtener la ayuda era necesario aportar un 
certificado de discapacidad, argumentando ser una injusticia el que se dejara 
fuera de la convocatoria a aquellos alumnos y alumnas que, teniendo 
necesidades educativas especiales, no tuvieran declarada formalmente una 
minusvalía.

Sin embargo, y así se lo explicamos, comparando 
las convocatorias para el curso 2020-2021 con 
la del curso anterior, en ambos casos, conforme 
a los respectivos apartados 4 del artículo 2.A, el 
certificado de discapacidad de al menos un 33% 
solo se exige al alumnado discapacitado, siendo la 
única diferencia entre ambas convocatorias que si 
bien en la correspondiente al curso 2020-2021 se 
eximía de su presentación a quien ya lo hubiera 
aportado en el curso anterior, en la convocatoria 
para el curso 2021-2022 también tendrá que ser 
aportado aun en el caso de que ya se hubiera 
hecho para el curso 2020-2021

Por lo tanto, al alumnado no discapacitado, lo que se le sigue exigiendo 
es la aportación del certificado del equipo de orientación educativa y 
psicopedagógica o del departamento de orientación dependientes de la 
administración educativa correspondiente que acrediten que el alumno 
o alumna padece trastorno grave de conducta o trastorno grave de la 
comunicación y del lenguaje asociado a necesidades educativas especiales.

En cuanto a otro tipo de ayudas y becas al estudio, un significativo número 
de reclamaciones están relacionadas con la Beca 6000, persistiendo 
aquellas que se refieren a la lentitud con la que se vienen resolviendo los 
recursos de reposición contra las resoluciones denegatorias (queja 21/2954, 
queja 21/5421 y queja 21/3654, entre otras).

Pero también en este asunto hemos de celebrar que, en los primeros meses de 
2021, se aprobara un segundo plan de choque, lo que suponía el incremento 
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temporal de la plantilla del servicio de becas de la Dirección General de 
Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia Escolar dedicado a la 
resolución de los recursos en siete técnicos con titulación universitaria y 
cinco administrativos.

Tras un seguimiento de este asunto, la última información recibida del centro 
directivo es que con estos nuevos efectivos se han resuelto aproximadamente 
unos 1.000 recursos de los que estaban pendientes, lo que unido a los 
resueltos por el personal de plantilla del Servicio casi se ha duplicado el 
número de recursos que se han resuelto en 2021, habiéndose solicitado ya 
la prórroga del Plan o, en su caso, la aprobación de uno nuevo.

3.1.2.2.6 Convivencia escolar

En relación a la convivencia en los centros docentes, el mayor número de 
quejas recibidas durante el año 2021 se han referido a la discrepancia de los 
progenitores con las medidas disciplinarias impuestas a sus hijos e hijas 
por el incumplimiento de las normas del centro, bien por considerarlas 
desproporcionadas, o bien por considerar que el procedimiento no ha sido el 
correcto, e incluso por no aceptar las normas de convivencia impuestas por 
el propio centro (quejas 21/7449, 21/4900, 21/1440, 21/2720, 21/3353, 
21/7526, 21/7293 y otras tantas).

En la mayoría de los casos, hemos de explicar a las familias que los centros 
docentes cuentan con autonomía pedagógica, de organización y de gestión 
para poder llevar a cabo modelos de funcionamiento propios, lo que se 
concreta en el Plan de Centro, que es elaborado por el equipo directivo y 
aprobado por el Consejo Escolar.

Dentro de dicho Plan, se integra el Proyecto Educativo, y en este -con el 
fin de garantizar, tanto el ejercicio de los derechos del alumnado como el 
cumplimiento de sus deberes- se incluyen las normas de convivencia, tanto 
generales del centro como particulares de cada aula, así como un sistema 
que detecte el incumplimiento de las normas y para la imposición de las 
correcciones o medidas disciplinarias que, en su caso, se aplicarán.

En cuanto al procedimiento de imposición de las medidas correctoras o 
disciplinarias, también comprobamos que en la gran mayoría de los casos se 
aplica correctamente, y que en otros, si se ha producido alguna incidencia, 
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